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SALA SEGUNDA

Sección Tercera

EXCMOS. SEÑORES;

Don Francisco Rubio Llorente

Don Eugenio Dfaz Eimil

Don ,José Luis de los Mozos

y de los Mozos

La Sección ha examinado

puesto por don Germán Pérez Bellod
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Núm. de Regis t ro:  83/9I

ASUMIO: Amparo promovido por

don Germán Pérez-Bellod

Pérez.

SOBRE: Sentencia de la Sala

Segunda del Tribunal Supremo

que decl-ara no haber lugar al

recurso de casación contra la

dictada por la Sección Prime-

ra de Ia Audienci-a Provincial

de Alicante, por deli to de

tenencia,  para t rá f ico,  de

sustancia que causa grave

daño a la salud.

el recurso de amparo inter-

Pérez

I. _ AIi¡ITECEDEMTES

a''
1.  El  12 de enero de 1991-  se presentó en e l  Regis t ro de

este Tribunal demanda de amparo, €rr debida forma, a nombre de

don Germán Pérez-Bell-od Pérez, contra las Sentencias de Ia au-

diencia Provincial de Alj-cante, de 5 de febrero de 1988, y de

la Sala Segunda del Tribunal Supremo, de 15 de octubre de 1990,
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por ser contrarias al derecho a Ia presunción de lnocencla;

lnsta,  además, la suspensión de Ia ejecuclón de la condena.

2. Los hechos que están en l-a base de Ia demanda, €rr

s ln tes is ,  son los s lgu ientes:

a) practicado un registro en forma en el domlci l lo del

recurrente y de otra persona no recurrente, eue convivfan y es-

taban sentimentalmente unidos, s€ ocupó un al-ijo de herofna

(35 ,  150  g r . ) ,  g lucosa  y  bo l sas  de  p lás t i co  pa ra  envasa r  l a

droga a1 por menor;

b) se les condenó a ambos, por el del i to de tenencla

de sustancj-as que causan grave daño a la salud, a Ia pena de 1-8

meses  de  p r i s i ón  menor ,  100 .000  p ts .  de  mu l ta  y  acceso r ias .

3. La demanda se basa en que e1 demandante ha sldo con-

denado por el citado deli to de tráfico de drogas por el mero

hecho de Ia convivencia con la otra condenada. Para eI recu-

rrent,e la cuestión principal, en cuanto a 1os hechos, estr lba

en establecer cómo entró Ia droga en el domici l io comúrn y si el-

ahora demandante tenfa conocimi-ento de Ia existencia de la sus-

tancia tóxica. Para l- legar a Ia conclusión que han l legado los

tr ibunales "no sólo basta con est,ablecer o determinar un hecho

cierto y luego derlvar de ese hecho conclusiones lóglco-

formales, sino eu€, muy por el contrarlo, hay que establecer

los hechos en toda su complej idad para poder derj-var de los

mismos conclusiones cert,eras y de recibo".

Dado que el castlgo del actor se efectúa exclusivamente

en at,ención a la convivencia con Ia ot.ra condenada, sln ninguna

ulterior demostración de los puntos de interés seña1ados. se ha

vulnerado el derecho a la presunción de inocencia.

Se concluye solicitando eI otorgamiento del amparo por

eI derecho violado y que, anulándose las sentenclas j-mpugnadas,



ffffiffi
TRIBUNAL

CONSTITUCIONAL
.*:,&ij3r,'.;3: : :tü ¡

l¡,-=
é'6
o
o€
o
a
GI

4

I

-3 -

0 0398561

se retrotraigan 1as actuaciones para que el actor sea repuesto

en sus derechos

4. Por providencia de 1a Secclón de 25 de abri l  ppdo,

se acordó conceder aI demandante y al Ministerio Flscal, en los

términos del art. 50. 3 LOTC, un plazo común de dlez dfas para

que formularan las alegacj-ones que tuvieren por conveniente

respecto de Ia presunta falta de contenido constitucional de la

demanda.

5.  En escr i to  presentado en e l  Regis t ro de este Tr ibu-

nal e1 2L de mayo siguiente Ia representación actora formuló

sus alegaci-ones. En esencia y brevemente reit,era los mismos ar-

gumentos que en su inicial escrito por el que se abrió el pre-

sente procedimiento. Para esta parte e} contenido constj-tucio-

na1 de 1a demanda es claro y, en consecuencia, s€ reitera la

petición de amparo.

6.  E l  Min is ter io  F iscal  presentó en igual  fecha sus

alegaciones. Basa éstas en idénticos argumentos a los que sus-

tentan las resoluciones del Tribunal Supremo, €n el sentido de

no ser crefble eü€, dada la convivencia y estrecha relación

afectiva entre los correos, el recurrente desconoclera Ia exis-

tencla de drogas y otras sustancias adecuadas al tráf ico de es-

tupefacientes. Para 1a representación púbIica, la falta de con-

tenido constitucional es patent.e , máxime a l-a vista, además ,

del modo en que los tr ibunales ordinarios han destruido la pre-

sunción de lnocencia del recurrente, es decir, de modo consti-

tucionalmente legft imo.

II. - FT'NDAII{ENTOS JURÍDICOS

Único.-  La in ic ia l -  sospecha que

dencia de 25 de abri l  pasado al abrir eI

ha quedado plenamente rati f icada.

revela nuest,ra provi-

trámite de inadmlsión
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En efecto, €1 demandante pretende haber sido condenado

exclusivamente en atención a la convivencia con la otra proce-

sada y también condenada, hoy no recurrente. Ciert,amente, el

mero hecho de la convivencia con otra persona, por lntima que

ésta I legue a ser, no es susceptible de generar un indlcio que

pueda ser tenido cabalmente como de cargo. Sin embargo, si bien

tal estrecha relación por si sola no puede desplegar efectos
jurfdico-penales contrarios a1 actor, sf los puede desplegar
junto con otros indicios o elementos dlrectos de prueba, dado
que, el acervo probatorio se valora globalmente (por ejemplo,

STC 37 /L985 ,  f .  j .  2 ) .  Es ta  es  l a  s i t uac ión  en  e I  p resen te

caso .

La sentencia de instancla afirma textualmente que ha

exist ldo prueba en el acto del juicio, además de 1o

sumarialmente practicado. De esta suerte, habiéndose practicado

prueba bastante en el acto de1 juicio y no impugnado ésta el

recurrente, no resulta constitucionalmente admisible eü€, como

señala el Ministerio Fiscal, s€ at. ienda la pretensión que ahora

se deduce, pues no se trata en definit , iva más que de una diver-

gencia valorativa ent,re 1a concluslón a Ia que han l legado los

órganos Judic ia les y  e l  recurrente.  Esta d ivergencia,  como re-

sult,a bien lógico, rrb basta para fundamentar una petición de

amparo, si la prueba practicada es suficiente y su validez no

ha s ido puesta en te la  de ju ic io .

En méritos a 1o que antecede, fd Sección acuerda 1a

inadmisión de Ia presente demanda y el archivo definitivo de

las actuaclones.

Madrid,

y  uno.

diecisiete de junio de ni1 novecientos noventa


